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MEDIDAS URGENTES. Real Decreto-ley 2/2022, de 22 de febrero, por el que se adoptan medidas 

urgentes para la protección de los trabajadores autónomos, para la transición hacia los mecanismos 

estructurales de defensa del empleo, y para la recuperación económica y social de la isla de La 

Palma, y se prorrogan determinadas medidas para hacer frente a situaciones de vulnerabilidad 

social y económica. 

ENTRADA EN VIGOR: 24/02/2022 

PRINCIPALES NOVEDADES: 

AUTÓNOMOS: 

→ Exención de la obligación de cotizar a favor de los trabajadores autónomos que hayan percibido 

alguna modalidad de prestación por cese de actividad al amparo de lo dispuesto en el Real 

Decreto-ley 18/2021, de 28 de septiembre, de medidas urgentes para la protección del empleo, 

la recuperación económica y la mejora del mercado de trabajo. (ART. 1) 

A partir del 1 de marzo de 2022, los trabajadores autónomos incluidos en el Régimen Especial de la 

Seguridad Social de los Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos, o en el Régimen Especial de la 

Seguridad Social de los Trabajadores del Mar, que estuvieran de alta en estos regímenes y vinieran 

percibiendo el 28 de febrero de 2022 alguna de las prestaciones por cese de actividad previstas en 

los artículos 10 y 11 del Real Decreto-ley 18/2021, de 28 de septiembre, tendrán derecho a una 

exención de la obligación de cotizar a la Seguridad Social y para la formación profesional con las 

siguientes cuantías: 

a) 90 por 100 de las cotizaciones correspondientes al mes de marzo de 2022. 

b) 75 por 100 de las cotizaciones correspondientes al mes de abril de 2022. 

c) 50 por 100 de las cotizaciones correspondientes al mes de mayo de 2022. 

d) 25 por 100 de las cotizaciones correspondientes al mes de junio de 2022. 

Para que sean aplicables estos beneficios en la cotización los trabajadores autónomos deberán 

mantener el alta en el correspondiente régimen especial de la Seguridad Social hasta el  30 de junio 

de 2022. 

→ Prestación extraordinaria por cese de actividad para los trabajadores autónomos afectados por 

una suspensión temporal de toda la actividad como consecuencia de una resolución de la 

autoridad competente como medida de contención de la propagación de la COVID-19. (ART. 1) 

A partir del 1 de marzo de 2022, los trabajadores autónomos que se vean obligados a suspender 

todas sus actividades como consecuencia de una resolución adoptada por la autoridad competente 

como medida de contención en la propagación del virus COVID-19, o mantengan por los mismos 

motivos la suspensión de su actividad iniciada con anterioridad a la fecha indicada, tendrán derecho 

a una prestación económica por cese de actividad de naturaleza extraordinaria  

→ Derecho a la prestación de cese de actividad compatible con el trabajo por cuenta propia  

A efectos de acreditación de la reducción de los ingresos computables fiscalmente de la actividad por 

cuenta propia de más del 50 % de los habidos en el segundo semestre de 2019, se entenderá que las 

y los trabajadores autónomos (ahora no es necesario que tributen en estimación objetiva)  han 

experimentado esa reducción siempre que el número medio diario de las personas trabajadoras con 

actividad afiliadas al sistema de la Seguridad Social en la actividad económica correspondiente, 

expresada a 4 dígitos (CNAE), durante el periodo al que corresponda la prestación, sea inferior en más 

https://www.boe.es/boe/dias/2022/02/23/pdfs/BOE-A-2022-2849.pdf
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de un 7,5 por ciento al número medio diario correspondiente al segundo semestre de  2019. (DF 4ª y 

5ª) 

ERTES: 

→ Transición a los nuevos expedientes de regulación temporal de empleo de los artículos  47 y 47 

bis del Estatuto de los Trabajadores. (DA 1ª y 2ª) 

Los expedientes de regulación temporal de empleo referidos en el artículo  1 del Real Decreto-

ley 18/2021, de 28 de septiembre, y vigentes a la fecha de entrada en vigor de este real decreto-ley, 

se prorrogarán automáticamente hasta el 31 de marzo de 2022. 

A los expedientes de regulación temporal de empleo prorrogados en virtud de la disposición adicional 
primera de este real decreto-ley les serán de aplicación durante el mes de marzo de 2022, las 
exenciones en la cotización a la Seguridad Social reguladas en el artículo 4 del Real Decreto-
ley 18/2021, de 28 de septiembre, en los mismos términos y condiciones establecidos en dicho 
artículo, con las particularidades siguientes: 

a) En los supuestos regulados en los apartados 1.a) 1.º y 3, el porcentaje de exención será 
del 20%. 

b) En los supuestos regulados en los apartados 1.a) 2.º y 3, el porcentaje de exención será 
del 60%. 

c) En los supuestos regulados en los apartados 1.b) 1.º y 3, el porcentaje de exención será 
del 30%. 

d) En los supuestos regulados en los apartados 1.b) 2.º y 3, el porcentaje de exención será 
del 60%. 

e) En los supuestos regulados en el apartado 2 el porcentaje de exención será del 90%. 

PLAN MECUIDA: 

→ Se prorroga, hasta el 30 de junio de 2022, el artículo 6 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de 

marzo, por el que se regula el Plan MECUIDA. (DA 3ª) 

ERUPCIÓN DE LA ZONA DE CUMBRE VIEJA: 

Fuerza mayor temporal en el supuesto de empresas y personas trabajadoras de las islas Canarias 

afectadas por la erupción volcánica registrada en la zona de Cumbre Vieja. (DA 4ª) 

Medidas extraordinarias para las empresas y trabajadores por cuenta propia de las islas Canarias 

afectados por la erupción volcánica registrada en la zona de Cumbre Vieja . (DA 5ª) 

CUIDADO DE HIJOS ENFERMOS: 

Se regula la reducción de la jornada de trabajo por cuidado de hijos o personas sujetas a guarda con 

fines de adopción o acogida con carácter permanente por cáncer u otra enfermedad grave extinguida 

por cumplimiento de 18 años de edad. (DA 6ª) 

DESAHUCIOS: 

→ Suspensión del procedimiento de desahucio y de los lanzamientos para hogares vulnerables sin 

alternativa habitacional: se alarga las medidas sobre la suspensión de estos procedimientos hasta 

el 30 de septiembre de 2022 (con la redacción anterior era hasta el 28 de febrero de 2022). (DF 

2ª) 

ARRENDAMIENTOS: 

Derecho de arrendadores y propietarios a la compensación: (DF 3ª) 

El derecho a solicitar la compensación que consistirá en el valor medio que correspondería a un 

alquiler de vivienda en el entorno en que se encuentre el inmueble, determinado a partir de los índices 

de referencia del precio del alquiler de vivienda u otras referencias objetivas representativas del  

mercado de arrendamiento, más los gastos corrientes de la vivienda que acredite haber asumido el 

arrendador, por el período que medie entre que se acordare la suspensión y el momento en el que la 
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misma se levante por el Tribunal o hasta el 30 de septiembre de 2022. (con la redacción anterior era 

hasta el 28 de febrero de 2022). 

La solicitud de compensación podrá presentarse hasta el 31 de octubre de 2022. (con la redacción 

anterior era hasta el 31 de marzo de 2022). 

GARANTÍA DE SUMINISTRO DE AGURA Y LUZ: 

→ Hasta el 30 de junio de 2022 (antes era hasta el 28 de febrero de 2022) inclusive, no podrá 

suspenderse el suministro de energía eléctrica, gas natural y agua a aquellos consumidores en los 

que concurra la condición de consumidor vulnerable, vulnerable severo o en riesgo de exclusión 

social. (DF 6ª) 

 

 BOE 23.02.2022 

SALARIO MÍNIMO INTERPROFESIONAL. Real Decreto 152/2022, de 22 de febrero, por el que se 

fija el salario mínimo interprofesional para 2022.  

Cuantías mínimas 

El SMI queda, en virtud de esta norma, fijado en 1.000 euros mensuales distribuidos en catorce pagas 

que implica una retribución salarial de 33,33 euros al día con carácter  general. 

Los trabajadores y trabajadoras eventuales y temporeras cuyos servicios no superen los 120 días en 

la misma empresa, percibirán un mínimo de 47,36 euros por jornada legal.  

Las empleadas y empleados de hogar deberán percibir un mínimo de 7,82 euros brutos por cada hora 

efectivamente trabajada. 

Fuente: https://www.mites.gob.es/  

Las cuantías que deben regir desde el 1 de enero de 2022, tanto para las personas trabajadoras que 

son fijas como para las que son eventuales o temporeras, así como para las empleadas y empleados 

de hogar. 

 

https://www.boe.es/boe/dias/2022/02/23/pdfs/BOE-A-2022-2851.pdf
https://www.mites.gob.es/


 

 

 

  La presente publicación contiene información de carácter general, sin que constituya opinión 

profesional ni asesoramiento jurídico. Para cualquier aclaración póngase en contacto con nosotros 
5 

Miércoles, 23 de febrero de 2022 

 Consejo de Ministros de 22/02/2022 

PLATAFORMAS DIGITALES. INTERCAMBIO DE INFORMACIÓN. ANTEPROYECTO DE LEY por la 

que se modifica la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, en transposición de la 

Directiva (UE) 2021/514 del Consejo de 22 de marzo de 2021 por la que se modifica la Directiva 

2011/16/UE relativa a la cooperación administrativa en el ámbito de la fiscalidad, a los efectos 

previstos en el artículo 26.4 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno. 

RESUMEN: Tiene como principal novedad la obligación de intercambiar información con los otros 

países de la UE sobre los operadores de plataformas digitales. La declaración deberá ser objeto de 

presentación durante el mes de enero del año siguiente al que se refiere la información. 

Fecha: 22/02/2022 

Fuente: web de La Moncloa 

Enlaces: Referencia Consejo de Ministros de 22/02/2022  

 

El Consejo de Ministros ha iniciado los trámites para la aprobación de un Anteproyecto de Ley por el que se 

modifica la Ley General Tributaria con el objetivo de hacer efectiva la transposición de la Directiva UE 2021/514 

(DAC 7), relativa a la cooperación en el ámbito de la fiscalidad y que tiene como principal novedad la obligación de 

intercambiar información con los otros países de la UE sobre los operadores de plataformas digitales. 

Con esta transposición, recogida en un anteproyecto de ley que inicia ahora el trámite consultivo, se mejora la 

cooperación administrativa con la Unión Europea, ya que se dará cumplimiento al mandato contemplado en la 

directiva de facilitar el intercambio de información fiscal sobre estos operadores digitales. 

Dicha norma comunitaria tiene como objetivo mejorar el marco existente para el intercambio de información y la 

cooperación administrativa en la Unión Europea, así como ampliar dichos fines en ámbitos nuevos, con el propósito 

de abordar los desafíos que plantea la digitalización de la economía y ayudar a las administraciones tributarias a 

recaudar los impuestos de una forma mejor y más eficiente. 

En particular, la DAC 7 determina el establecimiento de un nuevo intercambio de información entre los Estados 

Miembros de la UE, centrado en la información obtenida de los operadores de plataformas digitales. 

Este nuevo intercambio de información exige cambios a nivel reglamentario que se efectuarán mediante de un real 

decreto que tiene por objeto establecer las normas y procedimientos de diligencia que deberán aplicar 

determinados operadores de plataformas digitales, así como regular las nuevas obligaciones de registro e 

información de dichos operadores. 

Obligación de informar sobre los operadores digitales 

El anteproyecto prevé las características generales de la obligación de información y su desarrollo se efectuará 

reglamentariamente a través de un real decreto, y de la correspondiente orden ministerial que aprobará el modelo 

de declaración. 

En concreto, la norma establece para los denominados "operadores de plataforma obligados a comunicar 

información" tres tipos de obligaciones: 

• Normas y procedimientos que deberán aplicar los operadores sobre los 'vendedores' para la 

obtención de determinadas informaciones, a fin de cumplir con el suministro de información a la 

Administración Tributaria. 

• Obligación de registro en el censo. 

• Obligación de suministro de información a la Administración Tributaria. 

La obligación de suministro de información se establece para, una vez obtenida dicha información, intercambiarla 

con los Estados Miembros de residencia del vendedor al que se refieren los datos y, en el caso de arrendamiento 

o cesión temporal de uso de bienes inmuebles, al estado miembro en el que estuviera situado el bien inmueble. 

https://www.lamoncloa.gob.es/consejodeministros/referencias/Paginas/2022/refc20220222_corregidav02.aspx#digital
https://www.lamoncloa.gob.es/consejodeministros/referencias/Paginas/2022/refc20220222_corregidav02.aspx#digital
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En concreto, los operadores deberán aplicar los procedimientos de diligencia debida en relación con determinadas 

informaciones de los "vendedores" que estarán sujetos a la comunicación de dichos datos. Se deberán verificar los 

citados datos, alcanzando especial importancia el esclarecimiento de la residencia del vendedor. 

Una vez obtenida esta información por el operador, éste deberá suministrarla a la Administración Tributaria 

española, y para ello el operador deberá estar registrado censalmente ante la misma. 

La transposición contempla que algunos operadores de plataformas digitales están excluidos de esta obligación de 

informar. Se trata de aquellos que puedan demostrar que la información ha sido comunicada por otros operadores 

y los considerados como "operadores de plataforma cualificados externos a la Unión", es decir, aquellos registrados 

en jurisdicciones no europeas a los que les resulta de aplicación tratados o convenios internacionales en virtud de 

los cuales dicha información se remite a todos los Estados Miembros. 

El anteproyecto también prevé un régimen sancionador específico para estas obligaciones de información. 

Información que se debe comunicar 

La nueva normativa apunta que el operador de plataformas digitales deberá comunicar diversos datos relativos a 

las actividades económicas, denominadas "actividades pertinentes", en las que medien los operadores a través de 

las plataformas digitales que gestionan, poniendo en contacto a los vendedores de bienes o prestadores de 

determinados servicios, denominados "vendedores", y los usuarios de dichas plataformas. 

En este caso, existen una serie de vendedores excluidos de esta información, como son las entidades consideradas 

administraciones públicas y las entidades cotizadas. 

Asimismo, serán objeto de suministro de información aquellas actividades determinadas expresamente por la DAC 

7 consideradas como "actividades pertinentes", que son las de arrendamiento y cesión temporal de bienes 

inmuebles y medios de transporte, servicios personales y venta de bienes. 

Se deberán suministrar datos como la identificación de los propios operadores y vendedores; actividades 

desarrolladas por éstos; contraprestación satisfecha al vendedor e identificación de las cuentas utilizadas para el 

cobro de la misma; tributos, comisiones, tarifas y otras cuantías retenidas o cobradas por el operador, entre otros 

datos. 

La declaración deberá ser objeto de presentación durante el mes de enero del año siguiente al que se refiere la 

información. 

Inspecciones conjuntas 

Otra de las novedades que recoge el anteproyecto es la regulación de las denominadas "inspecciones conjuntas" a 

nivel europeo. También ciertos aspectos de la presencia de los funcionarios españoles en otros Estados, y a la 

inversa, así como de los controles simultáneos. 

De esta forma, la normativa define el concepto de inspección conjunta y establece que, con carácter general, la 

regulación aplicable será la española propia del régimen de las actuaciones de inspección, salvo que las actuaciones 

se desarrollen fuera de España, en cuyo caso, se aplicarán las disposiciones del Estado Miembro donde se 

desarrollen. Ello nunca implicará que los funcionarios españoles que actúen en ese otro Estado Miembro puedan 

ejercer competencias no conferidas conforme a la normativa española. 

Asimismo, para facilitar el desarrollo práctico de las inspecciones conjuntas, la Administración tributaria española 

y los Estados Miembros participantes deberán acordarlas y coordinarlas previamente, para lo cual se nombrará a 

un representante de la administración española. 

También se regulan las especialidades en este tipo de actuaciones y se deberá elaborar un informe final que 

recogerá las conclusiones de la inspección, que deberá tenerse en cuenta en posteriores procedimientos 

tributarios seguidos por la Administración Tributaria española. 

Por último, la previsión es que la transposición entre en vigor al día siguiente de su publicación en el BOE. No 

obstante, se establece que las modificaciones referidas a la obligación de información de los operadores de 

plataformas digitales se aplicarán a partir de 1 de enero de 2023, mientras que el régimen relativo a las inspecciones 

conjuntas se aplicará a partir de 1 de enero de 2024. 
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 Consejo de Ministros de 22/02/2022 

PLANES DE PENSIONES. ANTEPROYECTO DE LEY de regulación para el impulso de los planes de 

pensiones de empleo, por el que se modifica el texto refundido de la Ley de Regulación de los 

Planes y Fondos de Pensiones, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2002, de 29 de noviembre.  
 

RESUMEN: Los trabajadores pueden deducirse 1.500 euros de su plan individual o colectivo, tal y como se 

recoge en la Ley de Presupuestos de 2022. El proyecto de ley establece una mejora en la deducción del IRPF 

para los autónomos que tendrá derecho una deducción de 5.750 euros al año, más del triple de la vigente 

actualmente. También incorpora incentivos para las empresas, de forma que las contribuciones empresariales 

al plan de pensiones no cotizarán a la Seguridad Social. 

Fecha: 22/02/2022 

Fuente: web de La Moncloa 

Enlaces: Referencia Consejo de Ministros de 22/02/2022  

 
El Consejo de Ministros ha aprobado en segunda vuelta el Proyecto de Ley de Regulación para el Impulso de los Planes de 

Pensiones de Empleo, con lo que la norma inicia ya la tramitación parlamentaria. Este proyecto de ley constituye uno de los 

hitos del Componente 30 del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia que el Gobierno se comprometió a cumplir 

en el primer semestre de 2022 y responde a la Recomendación 16ª del Pacto de Toledo. 

La norma tiene como principal objetivo elevar la cobertura de los planes de pensiones colectivos, un propósito en el que la 

negociación colectiva tendrá un papel fundamental. Para ello, el texto facilita la creación de planes colectivos en el marco de la 

negociación colectiva y habilita la creación de los fondos de pensiones de empleo de promoción pública. El objetivo es facilitar 

el acceso a estos mecanismos de ahorro de bajas comisiones a trabajadores de rentas medias y bajas y de pequeñas y medianas 

empresas, así como a trabajadores autónomos y jóvenes. 

Además, el proyecto de ley simplifica los procedimientos para crear planes de empleo, que tienen normalmente unos costes de 

gestión más bajos. 

Entre la primera y la segunda vuelta se han incluido diversas aportaciones procedentes de la audiencia pública, el diálogo social 

y los órganos consultivos. 

En concreto, el proyecto de ley ha incorporado incentivos fiscales para impulsar los planes de pensiones colectivos, en línea con 

la recomendación 16ª del Pacto de Toledo y con las recomendaciones de la Autoridad Independiente de Responsabilidad Fiscal 

(AIReF). Hay que recordar que en los Presupuestos Generales del Estado de 2022 se continúa el proceso de diferenciación de 

la fiscalidad entre planes individuales y colectivos, estableciendo un límite en la deducción de la base imponible de 1.500 euros 

y de 10.000 euros, respectivamente. Con ello, se continúa con el proceso de traslación de los beneficios fiscales a las rentas 

medias y bajas. 

Además, el proyecto de ley establece una mejora en la deducción del IRPF para los autónomos. En concreto, este 

colectivo tendrá derecho una deducción de 5.750 euros al año, más del triple de la vigente actualmente. 

Al margen de ello, el proyecto de ley también incorpora incentivos para las empresas, de forma que las 

contribuciones empresariales al plan de pensiones no cotizarán a la Seguridad Social, con un límite de 115 euros 

al mes por trabajador (1.380 euros al año), lo que supone un ahorro de casi 400 euros por trabajador. 

También se han establecido importantes incentivos para el trabajador, que podrá aportar más de lo que lo hace la empresa con 

unos límites que se establecen en función de la contribución empresarial. 

Contribución empresa Coeficiente Aportación trabajador Aportación máxima* 

0-500 euros 2,5 Hasta 1.250 3.250 euros 

501-1.000 euros 2 Hasta 2.000 4.500 euros 

1.001-1.500 euros 1,5 Hasta 2.250 5.250 euros 

Más de 1.501 1 Igual que la empresa 10.000 euros 

https://www.lamoncloa.gob.es/consejodeministros/referencias/Paginas/2022/refc20220222_corregidav02.aspx#planes
https://www.lamoncloa.gob.es/consejodeministros/referencias/Paginas/2022/refc20220222_corregidav02.aspx#planes
https://www.lamoncloa.gob.es/consejodeministros/referencias/Paginas/2022/refc20220222_corregidav02.aspx#planes
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En todos los casos, los trabajadores pueden deducirse 1.500 euros de su plan individual o colectivo, tal y como se recoge en la 

Ley de Presupuestos de 2022. 

En esta segunda vuelta también se han incluido modificaciones en los órganos de gobernanza de los fondos de promoción 

pública. En primer lugar, se han delimitado de forma más precisa las funciones de la Comisión Promotora y de Seguimiento y 

de la Comisión de Control Especial. A la primera le corresponderá la selección de entidades gestoras y depositarias, el 

establecimiento de la estrategia de inversión a largo plazo, la constitución de los fondos de pensiones y el nombramiento de los 

miembros de la Comisión de Control Especial. 

La Comisión de Control Especial se encargará de la representación del fondo, la elaboración de la política de inversión de cada 

fondo, el control y la observancia del cumplimiento de las normas de los fondos, el examen de la actuación de la gestora y la 

supervisión de la misma y, en su caso, de la decisión sobre su sustitución. Tras su paso por el diálogo social y los órganos 

consultivos, se ha mejorado la composición de esta comisión, de una forma más equilibrada, con 5 miembros elegidos por el 

Gobierno, 4 representantes de los sindicatos y 4 de los empresarios. Con la nueva composición, se persigue la toma de 

decisiones por consenso entre las partes, exigiéndose mayoría cualificada para algunas decisiones. 

También se han incluido novedades en el régimen de inversiones, añadiendo referencias a los Objetivos de Desarrollo 

Sostenible y se han definido con mayor detalle los perfiles de usuarios y funcionalidades de la plataforma digital común. 
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 Resolución del TEAC 

RESPONSABILIDAD SOLIDARIA DEL ARTÍCULO 42.2.A) DE LA LGT. Documentos que debe 

incorporar la Administración Tributaria al expediente para su remisión a los órganos económico -

administrativos cuando el obligado tributario impugna un acuerdo de declaración de 

responsabilidad solidaria del artículo 42.2.a) de la LGT. 

 

RESUMEN:  

Fecha: 17/02/2022 

Fuente: web de la AEAT 

Enlaces: Resolución del TEAC de 17/02/2022 

 

Criterio: 

Dado que el responsable solidario del artículo 42.2.a) de la LGT puede impugnar el alcance global de la 

responsabilidad, constituido por la menor de las dos cantidades siguientes (i) el importe de la deuda del deudor 

principal que se persigue (deuda tributaria pendiente y, en su caso, sanciones tributarias, incluidos el recargo y el 

interés de demora del período ejecutivo, cuando procedan) y (ii) el valor de los bienes que hubieran podido 

trabarse en el procedimiento ejecutivo por la Administración tributaria si los mismos no hubieran sido sustraídos 

de manera fraudulenta del patrimonio del deudor con la finalidad de impedir su traba, a través de la ocultación o 

transmisión, tiene derecho a examinar con ocasión de la impugnación del acuerdo de declaración de 

responsabilidad -debiendo, por tanto, obrar al expediente remitido al órgano económico-administrativo con 

ocasión de la interposición de la correspondiente reclamación- todos aquellos documentos que acreditan el 

importe de la deuda que se persigue del obligado principal consignada en el acuerdo de declaración de 

responsabilidad, entre los que se encuentran los documentos constituidos por las liquidaciones que se hubieran 

dictado en las actuaciones o procedimientos de aplicación de los tributos (expresas o presuntas), los acuerdos de 

imposición de sanciones (expresos o presuntos), los acuerdos de exigencia de los importes reducidos de éstas, las 

actuaciones del procedimiento ejecutivo derivadas de las liquidaciones y acuerdos señalados que hubieran 

determinado la exigencia de recargos e intereses, los acreditativos de pagos parciales que respecto de las 

liquidaciones y acuerdos señalados hubieran podido realizarse en período voluntario o en período ejecutivo, los 

acreditativos de las cantidades embargadas por la Administración en el procedimiento ejecutivo y de los ingresos 

por compensación y aquellos otros documentos que, distintos de los anteriores, resultaran necesarios para 

justificar la no prescripción del derecho de la Administración para exigir el pago de la deuda perseguida del deudor 

principal. 

Unificación de criterio 

 

PROCEDIMIENTO DE RECAUDACIÓN. Deudas procedentes de la responsabilidad civil por delito 

contra la Hacienda Pública. Determinación de la aplicabilidad del artículo 42.2 de la LGT. 

RESUMEN:  

Fecha: 17/02/2022 

Fuente: web de la AEAT 

Enlaces: Resolución del TEAC de 17/02/2022 

 

Criterio: 

Para la recaudación por la Administración tributaria de las deudas en concepto de responsabilidad civil y pena de 

multa, derivadas de un delito contra la Hacienda Pública, no resulta aplicable el artículo 42.2 de la Ley 58/2003, de 

17 de diciembre, General Tributaria. 

Unificación de criterio 

https://serviciostelematicosext.hacienda.gob.es/TEAC/DYCTEA/criterio.aspx?id=00/07129/2021/00/0/1&q=s%3d1%26rn%3d%26ra%3d%26fd%3d01%2f01%2f2022%26fh%3d22%2f02%2f2022%26u%3d%26n%3d%26p%3d%26c1%3d%26c2%3d%26c3%3d%26tc%3d1%26tr%3d%26tp%3d%26tf%3d%26c%3d2%26pg%3d
https://serviciostelematicosext.hacienda.gob.es/TEAC/DYCTEA/criterio.aspx?id=00/08158/2021/00/0/1&q=s%3d1%26rn%3d%26ra%3d%26fd%3d01%2f01%2f2022%26fh%3d22%2f02%2f2022%26u%3d%26n%3d%26p%3d%26c1%3d%26c2%3d%26c3%3d%26tc%3d1%26tr%3d%26tp%3d%26tf%3d%26c%3d2%26pg%3d
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 Normas en tramitación 

COLABORACIÓN SOCIAL. Proyecto de Orden HFP/ ____ /2022, de __ de _______ ,  por la que se 

modifica la Orden HAC/1398/2003, de 27 de mayo, por la que se establecen los supuestos y 

condiciones en que podrá hacerse efectiva la colaboración social en la gestión de los tributos, y se 

extiende ésta expresamente a la presentación telemática de determinados modelos de declaración 

y otros documentos tributarios. 

 

RESUMEN:  

Fecha: 22/02/2022 

Fuente: web de la AEAT 

Enlaces: Texto del Proyecto  

 

Esta orden constituye una norma de colaboración social en la aplicación de los tributos, sin impacto normativo 

apreciable, toda vez que se limita a extender el ámbito de la colaboración social a los servicios de información 

y asistencia que presta la Agencia Estatal de Administración Tributaria, modificando la actual Orden 

HAC/1398/2003, de 27 de mayo, por la que se establecen los supuestos y condiciones en que podrá hacerse 

efectiva la colaboración social en la gestión de los tributos, y se extiende ésta expresamente a la presentación 

telemática de determinados modelos de declaración y otros documentos tributarios.  

Asimismo, con esta orden se actualizan las referencias normativas contenidas en la Orden HAC/1398/2003, 

de 27 de mayo, por la que se establecen los supuestos y condiciones en que podrá hacerse efectiva la 

colaboración social en la gestión de los tributos, y se extiende ésta expresamente a la presentación telemática 

de determinados modelos de declaración y otros documentos tributarios.   

https://www.hacienda.gob.es/Documentacion/Publico/NormativaDoctrina/Proyectos/22022022-Orden-Colaboracion-Social-Informacion-Asistencia.pdf
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 Sentencia del TS de interés 

PROCEDIMIENTO DE REVOCACIÓN. El TS reconoce, en una sentencia reciente, la posibilidad de 

iniciar a instancia de parte el procedimiento de revocación de las liquidaciones del IIVTNU (en este 

caso concreto) firmes otorgando efectos “ex tunc” a la declaración de inconstitucional  

RESUMEN: Considera el Tribunal que el interesado posee acción para solicitar el inicio del 

procedimiento de revocación, sin que pueda escudarse la Administración para no iniciar y 

resolver sobre la revocación del acto firme el corresponderle la competencia exclusiva para 

iniciar de oficio el procedimiento de revocación. El contribuyente no sólo posee acción para 

instar el inicio del procedimiento, sino que también puede impugnar la decisión de la 

Administración y que el órgano judicial, en su función revisora, tiene potestad para 

pronunciarse sobre el fondo. 

Fecha: 09/02/2022 

Fuente: web del Poder Judicial 

Enlaces: Sentencia del TS de 9 de febrero de 2022  

 

Esta sentencia da respuesta a las cuestiones planteadas por el Auto del TS de 11 de abril de 2019, recurso n.º 

126/2019, en el que se vendieron unas parcelas con pérdidas y al amparo de la STC, n.º 59/2017, de 11 de 

mayo de 2017 los sujetos pasivos solicitaron al Ayuntamiento la tramitación del procedimiento de revocación 

de las liquidaciones, con devolución de ingresos indebidos, solicitud que fue inadmitida a trámite, 

argumentando que las resoluciones que aprueba las liquidaciones eran firmes y que la citada sentencia 

produce únicamente efectos ex nunc, para salvaguardar la seguridad jurídica, siendo competencia exclusiva 

de la Administración la incoación de oficio del referido procedimiento de revocación.  

En concreto se pregunta al TS: 

Determinar, interpretando conjuntamente los artículos 219 de la Ley General Tributaria y 38 y 40 de la Ley 

Orgánica del Tribunal Constitucional, si el órgano judicial puede sustituir a la Administración competente, en 

sentencia, acordando la procedencia de una solicitud de revocación -y accediendo a ésta- , presentada por un 

particular contra un acto de aplicación de un tributo, o si por el contrario debe limitarse, caso de considerar 

disconforme a derecho la decisión recurrida, por ser atribución exclusiva de aquella la incoación de oficio y 

decisión del procedimiento de revocación. 

Si para reconocer ese derecho puede ampararse el órgano sentenciador en la nulidad de un precepto 

constitucional, haciendo así derivar efectos ex tunc de una sentencia del Tribunal Constitucional publicada  

después de haber adquirido firmeza las liquidaciones tributarias litigiosas.  

El TS: 

El Tribunal dictamina que las causas contenidas en el art. 219.1 LGT: 
Artículo 219. Revocación de los actos de aplicación de los tributos y de imposición de sanciones. 
1. La Administración tributaria podrá revocar sus actos en beneficio de los interesados cuando se estime que 
infringen manifiestamente la ley, cuando circunstancias sobrevenidas que afecten a una situación jurídica 
particular pongan de manifiesto la improcedencia del acto dictado, o cuando en la tramitación del procedimiento 
se haya producido indefensión a los interesados. 
La revocación no podrá constituir, en ningún caso, dispensa o exención no permitida por las normas tributarias, 
ni ser contraria al principio de igualdad, al interés público o al ordenamiento jurídico.  

 

Son causas tasadas, sin que entre las mismas se contemple la invalidez de la norma de cobertura por ser 

inconstitucional, ni tampoco su contradicción con el Derecho europeo, incluido los supuestos de actos firme, lo 

cual permite desestimar el recurso sobre el fondo por no concurrir el supuesto de infracción manifiesta de la 

Ley.  

https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/09664d69e27a8249/20220222
https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/d47eba242ab33099/20190423
https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/d47eba242ab33099/20190423
https://www.boe.es/boe/dias/2017/06/15/pdfs/BOE-A-2017-6855.pdf
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Ahora bien, dicho lo anterior, es posible que los actos de aplicación de una norma que es declarada 

inconstitucionalidad si pueda configurar un supuesto de infracción manifiesta de la Ley , y entrar en juego 

la revocación de dicho acto, aún habiendo ganado firmeza. O dicho de otro modo, la declaración de 

inconstitucionalidad de la norma de cobertura no es subsumible entre los supuestos que legalmente se 

prevé para declarar la revocación del acto, pero pueden existir casos en los que la declaración de 

inconstitucionalidad pueda albergar un supuesto de infracción manifiesta de la norma conformando un 

supuesto legal de revocación.  

En estos casos estamos ante un concepto jurídico o normativo indeterminado que precisa despejarse en 

cada caso. 

Con carácter general para que prospere el motivo de revocación de infracción manifiesta de la Ley, como 

una constante jurisprudencia enseña, no basta con que se aprecie la infracción determinante de su 

invalidación, sino además cumulativamente debe ser manifiesta, en razón de que "es una exigencia de la 

revocación para evitar que ésta se convierta en una segunda oportunidad impugnatoria, fuera de plazo, de 

los actos firmes. Esto es, en el ámbito de la tensión subyacente entre los valores de la seguridad jurídica y 

la justicia, la ley requiere un plus de exigencia -que la infracción sea manifiesta- para que ésta segunda orille 

el efecto perentorio o extintivo de la primera". Se reconoce la infracción manifiesta  cuando esta es 

"ostentosa, palmaria, evidente, clara, indiscutible, que no exija razonamiento alguno, sino la simple 

exposición del precepto legal correspondiente y del acto de la Administración de que se trate".  

Así las cosas hasta la STC de 11 de mayo de 2017, si algo ha caracterizado a la materia y a su regulación es 

la gran inseguridad jurídica creada, provocando un semillero de conflictos con desiguales respuestas tanto 

entre los propios contribuyentes y ayuntamientos como en el conjunto del ámbito j udicial, al extremo que 

incluso después de la referida STC 59/17 no existía un criterio común y único en los Tribunales, al punto 

que se hicieron interpretaciones absolutamente alejadas; tal estado de cosas, sin ánimo de exhaustividad, 

hizo que durante un mismo espacio temporal la interpretación de la normativa de la plus valía municipal y 

su aplicación práctica, suscitara llamativas discrepancias y dispares soluciones, desde los que consideraban 

que la legislación era constitucional y debía aplicarse sin más girando todo el problema en la prueba y su 

valoración, a los que cuestionaron su constitucionalidad, o los que pusieron en cuestión el método de 

determinación de la base imponible. En fin, al tiempo en que se producen los hechos y recae la propia 

sentencia impugnada, lo que era evidente era la incertidumbre, la oscuridad de la normativa, sus posibles 

interpretaciones razonables y, en definitiva, un abanico de repuestas jurídicas y judiciales no ya diferentes 

sino incluso contradictorias; es evidente que la infracción está lejos de colmar los criterios que la 

jurisprudencia ha identificado para integrar le infracción de la Ley como manifiesta. Por lo que la conclusión 

se impone, no estamos ante el supuesto del art. 219.1 de revocación por infracción manifi esta de la Ley, y 

planteado en estos términos el debate no cabe entrar en otras consideraciones . 

  


